
I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

31090 LEY Orgánica 12/1983, de 16 de noviembre, de 
modificación de competencias de la Audiencia Na­
cional. 

JUAN CARLOS I.

REY DE ESPAÑA

A‘ todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo 

en sancionar la siguiente Ley Orgánica:

EXPOSICION DE MOTIVOS

Razones de técnica jurídica y procesal hacen necesaria y 
urgente, anticipando en este aspecto la reforma orgánica de 
la Administración de Justicia, rectificar las competencias de 
la Audiencia Nacional en materia penal, limitándolas a aque­
llos delitos más concordes a las razones que dieron lugar a su 
creación; por ello se modifican los apartados a) b) y c) del 
párrafo 1 del artículo 4.” del Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de 
enero, suprimiendo su competencia para los delitos de desaca­
to de los artículos 240, 241 y 244 del Código Penal, recogidos 
en el apartado a) y los de escándalo público, del apartado c). 
Asimismo se actualiza la referencia a los delitos sobre control 
de cambios y se amplía al territorio de la Audiencia Territo­
rial la referencia que en el apartado b) se hacía al de la 
Audiencia Provincial. Igualmente se modifica, remitiéndolas 
a lo dispuesto al respecto en la Ley de Enjuiciamiento Crimi­
nal, la regulación de las cuestiones y competencias que se sus­
citen entre Jueces y Tribunales y Audiencia Nacional.

Artículo primero.

1. Los apartados a), b), c) y e) del párrafo 1 del artícu­
lo 4.° del Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de enero, quedarán 
redactados de la siguiente forma:

•a) Los de falsificación de moneda metálica y billetes del 
Estado y Banco y los de tráfico monetario comprendidos en los 
artículos 283 a 290 del Código Penal y en la legislación sobre 
régimen jurídico de control de cambios, y los comprendidos 
en el capítulo I, título II, del Libro II del Código Penal.

b) Los comprendidos en los capítulos IV y V del título XIII 
del libro II del Código Penal, que puedan repercutir grave­
mente en la seguridad del tráfico mercantil o en la economía 
nacional, asi como los mismos delitos si se cometen mediante 
operaciones sobre terrenos o viviendas o a través de Socieda­
des o Entidades de inversión o financiación, siempre que unos 
y otros produzcan o puedan producir perjuicio patrimonial a 
una generalidad de personas en territorios de más de una 
Audiencia Territorial.

c) Los de tráfico ilícito de drogas tóxicas o estupefacientes, 
fraudes alimenticios y de sustancias farmacéuticas o medicina­
les, corrupción y prostitución, siempre que cualquiera de ellos 
sea cometido por bandas o grupos organizados y produzcan 
efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias terri­
toriales.

e) Los cometidos fuera del territorio nacional, cuando con­
forme a las Leyes y Tratados internacionales corresponda su 
enjuiciamiento a los Tribunales españoles».

2. El párrafo 3 del artículo 4.° del Real Decreto-ley 1/1977, 
de 4 de enero, quedará redactado en los siguientes términos:

•3. La Audiencia Nacional, en el orden judicial penal, co­
nocerá además de los asuntos siguientes:

a) De los procedimientos judiciales de extradición pasiva, 
sea cual fuere el lugar de residencia o en que hubiere tenido 
lugar el arresto del presunto extradicto.

b) De los procedimientos penales iniciados en el extranjero, 
de la ejecución de sentencias dictadas por Tribunales extran­
jeros o del cumplimiento de pena de prisión impuestas por Tri­
bunales extranjeros, cuando en virtud de un Tratado interna­
cional corresponda a España la continuación de un procedi­
miento penal iniciado en el extranjero, la ejecución de una 
sentencia penal extranjera o el cumplimiento de una pena o 
medida de seguridad privativa de libertad.

c) De las cuestiones de jurisdicción en materia penal deri­
vadas del cumplimiento de Tratados internacionales de los que 
España sea parte.

d) De los recursos de apelación y queja que se interpongan 
contra las sentencias y demás resoluciones de los Juzgados 
Centrales de Instrucción».

Artículo segundo.

El artículo S.° del Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de enero, 
quedará redactado como sigue:

•Las cuestiones que se susciten entre Jueces, Tribunales y 
Audiencia Nacional se sustanciarán con arreglo a lo estable­
cido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y demás normas de 
general aplicación».

DISPOSICION FINAL

La presente Ley entrará en vigor al siguiente día de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

DISPOSICION TRANSITORIA

Las causas instruidas por delitos de los que, en virtud de 
la presente Ley, dejen de conocer la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional y los Jueces centrales de Instrucción, y 
en las que no se hubiere celebrado el juicio oral serán remi­
tidos por una y otros a las Audiencias Provinciales o a los 
Jueces de Instrucción, respectivamente, que fueren competen­
tes conforme a las reglas generales de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal.

DISPOSICION DEROGATORIA

Quedan derogados el artículo 1.” del Real Decreto-ley 19/1979, 
de 23 de noviembre, así como cuantas otras disposiciones se 
opongan a lo establecido en la presente Ley.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, 

que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Palacio de la Zarzuela, Madrid, a 16 de noviembre de 1983.

 JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,

FELIPE GONZALEZ MAHQUEZ

31091 LEY 17/1983, de 16 de noviembre, sobre desarrollo 
del artículo 154 de la Constitución.

JUAN CARLOS I 

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo 

en sancionar la siguiente Ley:

EXPOSICION DE MOTIVOS

La institucionalización de Comunidades Autónomas requiere 
el inmediato desarrollo del artículo 154 de la Constitución, re­
gulando de forma definitiva y con el rango adecuado la figura 
del Delegado del Gobierno que debe establecerse por Ley, no 
sólo porque así puede deducirse del artículo 103.2 de la Cons­
titución, sino porque de esta forma se dota de la necesaria 
estabilidad el desarrollo de los principios contenidos en el ar­
tículo 154 de nuestra norma fundamental.

La Ley parte de la necesidad de configurar esta institución, 
por un lado con estabilidad, y, por otro, con flexibilidad. A la 
estabilidad contribuye el rango de esta norma y a la flexibilidad, 
el contenido o los principios inspiradores de la misma.

La Ley está Inspirada en el criterio de no crear un nuevo 
«escalón» en la pirámide organizativa de la Administración del 
Estado, eludiendo, por tanto, cualquier regulación que, porme­
norizada, pudiera ir en detrimento de la necesaria agilidad y 
eficacia en la tarea de coordinación en la que, en definitiva, 
se concreta la función del Delegado: coordinación tanto de la 
Administración del Estado cuanto de ésta con la de la Comu­
nidad Autónoma en los casos necesarios.

La Ley, por tanto, se limita a diseñar el marco de actuación 
del Delegado, atribuyéndole sobre los Gobernadores civiles una 
posición de supremacía en la que se fundamentan las faculta­
des que sobre los Gobiernos Civiles y la Administración del 
Estado debe ejercer.
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La Ley no pretende condicionar la futura regulación de la 
Administración periférica del Estado que pueda resultar de la 
culminación del proceso de transferencias que debe llevarse 
a cabo de acuerdo con los Estatutos de Autonomía promulgados.

Artículo primero.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 154 de la Cons­
titución, el Delegado que nombre el Gobierno en cada Comu­
nidad Autónoma se denominará Delegado del Gobierno, y di­
rigirá la Administración del Estado en el territorio de la 
Comunidad Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la 
Administración propia de la Comunidad.

Articulo segundo.

El Delegado del Gobierno será nombrado y separado por 
Real Decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta 
del Presidente del Gobierno.

Articulo tercero.

1. El Delegado del Gobierno tendrá las incompatibilidades 
establecidas con carácter general para los altos cargos de la 
Administración del Estado.

La responsabilidad civil y penal del Delegado del Go­
bierno, por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones 
o con ocasión de las mismas, será exigible ante la Sala com­
petente del Tribunal Supremo, de acuerdo con lo previsto en 
las Leyes.

Artículo cuarto.

1. El Delegado del Gobierno tendrá su sede en la localidad 
donde la tenga el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autó­
noma, salvo que el Consejo de Ministros, atendidas las circuns­
tancias, acuerde otra cosa, y salvo, en todo caso, lo que pueda 
disponer expresamente el correspondiente Estatuto de Auto­
nomía.

2. En caso de ausencia, vacante o enfermedad el Delegado 
del Gobierno será sustituido por el Gobernador civil de la pro­
vincia donde aquél tenga su sede y, en su defecto, por el Go­
bernador civil más antiguo de las provincias comprendidas en 
el territorio de la Comunidad Autónoma. En las Comunidades 
Autónomas uniprovinciales el sustituto será designado por acuer­
do del Consejo de Ministros.

Articulo quinto. 

El Delegado del Gobierno ostenta la representación del Go­
bierno en el territorio de la Comunidad Autónoma y ejerce 
su superior autoridad sobre los Gobernadores civiles y sobre 
todos los órganos do la Administración civil del Estado en el 
territorio de la Comunidad Autónoma.

Artículo sexto.

Corresponde al Delegado del Gobierno:

a) Dirigir y coordinar la Administración civil del Estado 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma, e impartir, conforme 
a las directrices del Gobierno, las instrucciones necesarias para 
ordenar la actividad de sus servicios.

b) Mantener las necesarias relaciones de cooperación y coor­
dinación de la Administración del Estado con la de la Comu­
nidad Autónoma.

c) Ejercer cuantas otras atribuciones le confiera el orde­
namiento jurídico estatal.

Artículo séptimo.

Para el cumplimiento de las funciones de dirección de la 
Administración del Estado a que se refiere esta Ley, podrá 
constituirse una Comisión que, presidida por el Delegado del 
Gobierno, estará integrada por los Gobernadores civiles de las 
provincias comprendidas en el territorio de la Comunidad Au­
tónoma y por los titulares de los órganos y servicios periféricos 
que el Delegado del Gobierno considere oportuno. Para las islas 
Baleares y Canarias podrán formar parte de esa Comisión los 
Delegados del Gobierno de cada isla.

Artículo octavo.

El Delegado del Gobierno facilitará al Consejo de Gobierno 
de la Comunidad Autónoma y, a través de él, a su Asamblea 
legislativa, la información que precisen para el mejor ejercicio 
de sus competencias. Asimismo, los Organismos de la Admi­
nistración de la Comunidad Autónoma facilitarán al Delegado 
del Gobierno la información que éste solicite, a través del Pre­
sidente de la Comunidad Autónoma, para el mejor cumplimiento 
de sus fines.

Artículo noveno.

Los Delegados del Gobierno elevarán anualmente al Go­
bierno un informe sobre el funcionamiento de la Administra­
ción civil del Estado en el ámbito de la Comunidad Autónoma 
en que ejerzan su jurisdicción.

Artículo décimo.

1. Los Delegados del Gobierno recibirán, a través de la Pre­
sidencia del Gobierno, las instrucciones precisas para el ejer­
cicio de sus funciones.

2. Asimismo mantendrán la comunicación necesaria con los 
distintos Departamentos ministeriales, a los que podrán elevar 
informe sobre las cuestiones o asuntos de la específica compe­
tencia de aquéllos.

Artículo undécimo.
El Delegado del Gobierno podrá asumir y ejercer las fun­

ciones propias del Gobernador civil de la provincia en que 
radique su sede cuando así se determine en el Real Decreto 
de nombramiento. En todo caso, en las Comunidades Autónomas 
uniprovinciales el Delegado del Gobierno asumirá y ejercerá 
las funciones que las Leyes y demás normas vigentes atribuyen 
al Gobernador civil.

DISPOSICIONES ADICIONALES
Primera.—Se autoriza al Gobierno para dictar las disposicio­

nes necesarias en desarrollo de la presente Ley.
Segunda.—Por el Ministerio de Economía y Hacienda se ha­

bilitarán los créditos necesarios para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en la presente Ley, a medida que vayan efectuándose 
los correspondientes nombramientos de Delegados del Gobierno 
en las Comunidades Autónomas.

DISPOSICIONES FINALES
Primera.—Quedan derogados los Reales Decretos 2238/1980, 

de 10 de octubre; 739/1981, de 24 de abril, y cuantas disposicio­
nes es opongan a lo establecido en la presente Ley.

Segunda.—La presente Ley entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto.
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que 

guarden y hagan guardar esta Ley.

Palacio de la Zarzuela, Madrid, a 16 de noviembre de 1983.

JUAN CARLOS R. 
El Presidente del Gobierno,

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

31092 LEY 18/1983, de 16 de noviembre, de creación del 
Organismo autónomo Consejo de la Juventud de 
España.

JUAN CARLOS I,

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo 

en sancionar la siguiente Ley:

Artículo primero.
1. Se instituye el Consejo de la Juventud de España como 

entidad de derecho público con personalidad jurídica propia 
y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, que se 
regirá por las disposiciones de la presente Ley y normas que 
la desarrollen.

2. Constituye el fin esencial del mismo ofrecer un cauce 
de libre adhesión para propiciar la participación de la juventud 
en el desarrollo político, social, económico y cultural de España.

3. El Consejo de la Juventud se relacionará con la Admi­
nistración del Estado a través del Ministerio de Cultura.

Articulo segundo.

Corresponde al Consejo de la Juventud de España el ejer­
cicio de las siguientes funciones:

a) Colaborar con la Administración mediante la realización 
de estudios, emisión de informes y otras actividades relacio­
nadas con la problemática e intereses juveniles que puedan 
serie solicitados o acuerde formular por su propia iniciativa, 
para lo cual podrá tener acceso a la información del Centro 
Nacional de Documentación e Información de la Juventud.

b) Participar en los Consejos u Organismos consultivos que 
la Administración del Estado establezca para el estudio de la 
problemática juvenil.

c) Fomentar el asociacionismo juvenil estimulando su crea­
ción y prestando el apoyo y la asistencia que le fuese re­
querida.

d) Fomentar la comunicación, relación e intercambio entre 
las organizaciones juveniles de los distintos Entes territoriales 
y, de modo especial, las relaciones con las Entidades interaso­
ciativas que tengan como fin la representación y participación 
de la juventud, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 
de la Constitución.

e) Representar a sus miembros en los Organismos interna­
cionales para la juventud de carácter no gubernamental.


